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			El autor

			El autor de esta obra, Antonio Moya Jiménez, es Licenciado en Derecho por la Universidad Complutense de Madrid, Abogado del Ilustre Colegio de la Abogacía de Madrid desde el año 1983, y Académico Correspondiente de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación de España. Es también Vicepresidente de la Asociación Española de Derecho Farmacéutico (ASEDEF).

			Su actividad profesional la ha desarrollado fundamentalmente como abogado de empresa en una empresa multinacional, en temas mercantiles, de contratación, procedimientos judiciales y arbitrales, tanto el España como en Latinoamérica, y derecho societario, habiendo sido Secretario de varios Consejos de Administración, estando últimamente especializado en Derecho de consumo, entre otras actividades.

			Ha escrito numerosos artículos jurídicos en varias revistas especializadas, y colabora escribiendo asiduamente en la Revista de Responsabilidad Civil y Seguro (RC), dirigiendo la Sección de Derecho de consumo.

			Ha escrito y publicado doce libros jurídicos en la Editorial Bosch, actualmente Aranzadi La Ley, entre otros destaca “La responsabilidad de los Administradores de empresas insolventes” del que se han publicado 11 ediciones (1996-2018), y de la presente editorial Aferre Editor, los libros “Los Administradores sociales y delitos societarios” (2019), “Régimen jurídico del transporte de viajeros y los usuarios” (2020) y “Responsabilidad del sistema sanitario y farmacéutico” (2020).

		

	
		
			Introducción

			Con la publicación en su momento del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, y sus posteriores modificaciones (en el libro lo nombramos como LGDCU), y la anterior Ley del año 1984, y concretamente con lo establecido en el artículo 8 de esta Ley, que versa sobre los derechos de los consumidores y usuarios, se ha puesto de relieve lo importante que es defender con toda intensidad los derechos de este gran colectivo que abarca a la mayor parte de la población, que son los consumidores y usuarios.

			Tal y como señala el artículo 3 de la citada Ley, se consideran consumidores o usuarios las personas físicas que actúan con un propósito ajeno a su actividad comercial, empresarial, oficio o profesión. También son consumidores a efectos de esta norma las personas jurídicas y las entidades sin personalidad jurídica que actúan sin ánimo de lucro en un ámbito ajeno a una actividad comercial o empresarial.

			La importancia que ha experimentado el auge que ha tenido el derecho que defiende a los consumidores y usuarios como personas más desprotegidas frente a las empresas que les suministran bienes o prestan servicios, ha dado origen a una corriente del derecho que últimamente está en pleno auge, llamada Derecho de consumo.

			El Derecho de consumo lo definiría como el que regula los derechos y la protección que asiste a los consumidores y usuarios, para la defensa de sus derechos contra los posibles abusos que pueden imponer las empresas comercializadoras de los productos y las prestadoras de los servicios esenciales a los ciudadanos, aprovechándose de su posición de superioridad que, en muchos casos, se traduce en las cláusulas impuestas, y a veces abusivas, que introducen en los contratos que necesariamente tienen que firmar los consumidores y usuarios para acceder a los bienes y servicios.

			Cada vez que profundizo más en la singularidad del Derecho de consumo me resulta más apasionante esta disciplina y lo que trato de reflejar en este libro son algunos de los distintos bienes y servicios, y algunas de las situaciones que se dan, que más suelen ser utilizados por los consumidores y usuarios, así como la resolución de los conflictos, y los medios, procedimientos, reclamaciones, y normativa aplicable para la resolución de estos.

			Este libro, aunque con un trasfondo legislativo y doctrinal aceptable, trata de ser un instrumento práctico, describiendo diferentes supuestos que se pueden encontrar los consumidores y usuarios en su contratación doméstica cotidiana, como la contratación con las compañías eléctricas, de suministro de agua, de seguros, transportes, asistencia sanitaria, los derechos de los pacientes, o los contratos bancarios, y demás ámbitos de la contratación de productos y servicios necesarios para su actividad vital.

			También se trata en el mismo el asunto de los contratos celebrados con consumidores, las Asociaciones de consumidores, las acciones colectivas de reclamación, el derecho de desistimiento, la garantía de los productos, los productos defectuosos, las condiciones generales de la contratación y las cláusulas abusivas, las personas mayores como consumidores y usuarios, además de las soluciones a los conflictos entre consumidores y empresas especialmente a través del Arbitraje de consumo.

			Además de la ya citada LGDCU, que es la normativa básica en este campo, existe numerosa legislación también aplicable a estos casos, así como las Directivas de la Unión Europea sobre esta materia, que constantemente se están promulgando.

			La jurisprudencia en esta materia ha sido muy abundante, tanto de la Sala Primera del Tribunal Supremo, como de la llamada “jurisprudencia menor” de las diferentes Audiencias Provinciales y, como no, la del Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

		

	
		
			Capítulo 1

			Derechos reconocidos a los consumidores y usuarios

			1. Cuestiones previas

			Todos los aspectos relacionados con los derechos y obligaciones y las relaciones jurídicas de los consumidores y usuarios están regulados en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, y sus posteriores modificaciones (LGDCU), la cual en su artículo 8 reconoce a los consumidores y usuarios una serie de derechos básico que se detallan más adelante.

			Las Administraciones públicas tienen la función de velar por el cumplimiento de estos derechos, poniendo los medios necesarios para ello, y de sancionar a quienes vulneren estos derechos.

			Los bienes y servicios de uso o consumo común serán protegidos por los poderes públicos de forma prioritaria, y también los derechos de los consumidores y usuarios que guarden una relación directa con estos bienes, de acuerdo con lo señalado en el artículo 9 de la LGDCU.

			Estos derechos de los consumidores y usuarios son irrenunciables, estableciendo el artículo 10 de la citada LGDCU que la renuncia previa a los derechos que esta norma reconoce a los consumidores y usuarios es nula, siendo asimismo nulos los actos realizados en fraude de ley, de conformidad con lo previsto en el artículo 6 del Código Civil, que, resumidamente dice:

			“[…] 2.–La exclusión voluntaria de la ley aplicable y la renuncia a los derechos en ella reconocidos solo será válida cuando no contraríen el interés o el orden público ni perjudiquen a terceros.

			3.–Los actos contrarios a las normas imperativas y a las prohibitivas son nulos de pleno derecho, salvo que en ellas se establezca un efecto distinto para el caso de contravención.”

			Tal y como se establece en el Portal del Consumidor “Consumadrid” (21-10-2015): estos derechos esenciales reconocidos por la referida LGDCU, son los que se resumen a continuación:

			Derecho a una información correcta; Protección de los intereses económicos y sociales; y, Reclamaciones y reparación de los daños.

			2. Derechos básicos y derechos sectoriales de los consumidores y usuarios

			Al mantener una posición de inferioridad los ciudadanos frente a los empresarios y profesionales que les suministran productos o les prestan servicios, los poderes públicos han tenido que legislar y crear una serie de derechos y garantías básicas de protección de estos ciudadanos, considerados como consumidores y usuarios.

			Como ya hemos dicho anteriormente, los derechos básicos que amparan a los consumidores y usuarios están contemplados en el artículo 8 de la citada LGDCU, y son los siguientes:

			1.	La protección contra los riesgos que puedan afectar a su salud o seguridad.

			2.	La protección de sus legítimos intereses económicos y sociales y en particular frente a las prácticas comerciales desleales y la inclusión de cláusulas abusivas en los contratos.

			3.	La indemnización de los daños y la reparación de los perjuicios sufridos.

			4.	La información correcta sobre los diferentes bienes o servicios y la educación y divulgación para facilitar el conocimiento sobre su adecuado uso, consumo o disfrute.

			5.	La audiencia en consulta, la participación en el procedimiento de elaboración de las disposiciones generales que les afectan directamente y la representación de sus intereses, a través de las asociaciones, agrupaciones, federaciones o confederaciones de consumidores y usuarios legalmente constituidas.

			6.	La protección de sus derechos mediante procedimientos eficaces, en especial frente a situaciones de inferioridad, subordinación e indefensión.

			En cuanto a los Derechos Sectoriales, para determinados sectores existen una serie de derechos sectoriales que protegen también a los consumidores y usuarios que pueden necesitar amparo en su relación con ellos. Para ello hay un órgano competente en materias distintas, creados por la Dirección General de Consumo, siendo estos sectores los siguientes:

			–Banca y Entidades Financieras: Se creó para ello el Servicio de Reclamación del Banco de España, que dirime las posibles reclamaciones de los clientes de las entidades bancarias y financieras sobre los posibles abusos, mala gestión e indefensión de estos clientes bancarios. Un asunto muy debatido últimamente es la discriminación que sufren ciertos sectores de la población, como los mayores, por la falta de atención personal de las entidades bancarias.

			–Inversiones Financieras: Quien se encarga de las posibles reclamaciones de los ciudadanos perjudicados relacionadas con las inversiones financieras es la Comisión Nacional del Mercado de Valores CNMV), que actúa en defensa de los inversores ante las empresas cotizadas y no cotizadas en lo referente a las inversiones que realizan, sobre todo en las compras de acciones.

			–Seguros: Se estableció la figura del Defensor del Asegurado, se trata de un experto independiente que es designado por una o varias compañías aseguradoras para la resolución de conflictos y las reclamaciones de los tomadores del seguro, los asegurados, los beneficiarios y los terceros perjudicados, contra dichas entidades. Tienen como función principal la mediación en conflictos entre la aseguradora y los clientes asegurados y esto debe llevarse a cabo sin ninguna interferencia de los órganos de administración de la compañía aseguradora.

			Cada compañía de seguros tiene que contar con su propio Defensor del Asegurado y el asegurado que se siente perjudicado, y si no está de acuerdo con el dictamen de este el asegurado puede acudir al Servicio de Reclamaciones de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, a quién corresponde defender a los asegurados en las reclamaciones que presentan contra las compañías de seguros por posibles irregularidades y abusos de los que pueden ser víctimas.

			La Orden ECO/774/2004, en su artículo 3, obliga a las Entidades Financieras, y entre ellas a las Compañías Aseguradoras, a atender y a resolver las quejas y reclamaciones que sus clientes puedan presentar a través de un servicio especializado en atención al cliente, como es el Defensor del Asegurado.

			Se está estudiando la creación de la figura de la Autoridad Financiera que aglutinará los servicios que actualmente prestan el Servicio de Reclamaciones del Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y el Servicio de Reclamaciones de la Dirección General de Seguros.

			3. Información correcta y objetiva

			Los consumidores y usuarios tienen derecho a recibir una correcta información, objetiva, cierta, eficaz, comprensible y suficiente, de todos los productos, bienes y servicios puestos a su disposición.  En el ámbito territorial concreto de la Comunidad de Madrid, estos derechos deben estar escritos al menos en idioma español o castellano y en otras comunidades en su propia lengua cooficial, también estarán expresados en español o castellano.

			Esta información que deben recibir no es la misma cuando se compra un producto cualquiera, o cuando se adquiere una vivienda, por poner un ejemplo. La información debe permitir al consumidor realizar la selección o la elección final que considere oportuna, basándose en criterios racionales, seguridad, conservación y protección del medio ambiente.

			La obligación concreta de los fabricantes y comerciales se encuentra en la norma que regula el etiquetado, prestación y publicidad de los diversos productos y servicios. Así, por ejemplo, es conveniente conocer que, en relación a los mensajes publicitarios, existe la Ley General de Publicidad, Ley 34/1988, de 11 de noviembre, aplicable a cualquier producto o servicio puesto a disposición de los consumidores.

			No obstante, además de las obligaciones contenidas en esta ley, hay sectores (por ejemplo, los productos destinados a la alimentación humana o los productos farmacéuticos) que, además, deben cumplir con una normativa propia.

			La información necesaria en la oferta comercial de bienes y servicios está regulada en el artículo 20 de la LGDCU que, resumidamente, señala lo siguiente:

			“Las prácticas comerciales que de un modo adecuado al medio de comunicación utilizado, incluyan información sobre las características del bien o servicio y su precio, posibilitando que el consumidor o usuario tome una decisión sobre la contratación, deberán contener, si no se desprende  ya claramente del contexto, al menos la siguiente información: (i) Nombre razón social y domicilio del empresario o profesional; (ii) Las características esenciales del bien o servicio descritos de una forma adecuada y su naturaleza y el medio de comunicación utilizado; (iii) Los procedimientos de pago, plazos de entrega y ejecución del contrato y el sistema de tratamiento de las reclamaciones cuando se aparten de las exigencias de la diligencia profesional, entendiendo por tal la definida en el artículo 4.1 de la Ley de Competencia Desleal; (iv) En su caso, la existencia del derecho de desistimiento.”

			El incumplimiento de todo lo anterior será considerado práctica desleal por engañosa según el artículo 7 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal, que se refiere a los “actos de engaño”. Dice que se considera desleal la utilización o difusión de indicaciones incorrectas o falsas, la omisión de las verdades y cualquier otro tipo de práctica que, por las circunstancias que tenga, sea susceptible de inducir a error a las personas a las que se dirige o alcanza, sobre la naturaleza, modo de fabricación o distribución, características, aptitud en el empleo, calidad y cantidad de los productos y, en general, sobre las ventajas realmente ofrecidas.

			4. Protección de los intereses económicos y sociales

			Los consumidores y usuarios tienen derecho a que se les respeten sus legítimos intereses recogidos en las normas que los defienden y protegen, en cualquiera de las fases en las que puede dividirse el proceso de compra de un producto o de contratación de un servicio y vienen reguladas en el artículo 19 de la LGDCU.

			Ante la compra de un producto o la contratación de un servicio procurando que la oferta, promoción y publicidad de los productos o servicios se ajusten a las características, condiciones, utilidad y finalidad para la que fueron fabricados o diseñados, de modo que no se pueda engañar o inducir a engaño, el consumidor tiene los siguientes derechos reconocidos:

			1.	A recibir un presupuesto previo.

			2.	A que se utilicen métodos de venta autorizados.

			3.	A que se prohíba la edición y difusión de publicidad ilícita o engañosa.

			4.	A que se prohíba la fabricación y venta de productos inseguro.

			En el momento en que se compre un producto o se contrate un servicio, procurando que la información y de las condiciones de compra o del contrato sean concretas, claras y comprensibles, evitando que se utilicen cláusulas abusivas (condiciones no negociadas individualmente que en contra de las exigencias de la buena fe causen perjuicio al consumidor), al consumidor le asisten los siguientes derechos:

			1.	A recibir copia del contrato.

			2.	A recibir factura de la compra.

			3.	A que se expongan o queden claros los precios o tarifas.

			4.	A que se midan y comprueben con exactitud las cantidades compradas.

			Con posterioridad a comprar un producto o de contratar un servicio, procurando que se respeten los derechos de comprobación, garantía, reclamación y posibilidad de renuncia o devolución que están establecidos en las normas legales aplicables o en los acuerdos particulares a los que se ha llegado, por ejemplo:

			1.	Derecho a recibir los documentos de garantía y los manuales de instrucciones en los términos de naturaleza duradera.

			2.	Derecho a disponer de los servicios técnicos para los supuestos de avería.

			3.	Derecho de los consumidores a disponer de hojas de reclamaciones.

			5. Reclamaciones y reparación de los daños

			a) Derecho a reclamar

			En los supuestos en los que un consumidor o usuario considere que en la compra de un producto o en la contratación de un servicio se han vulnerado sus derechos, puede actuar de la siguiente forma: (i) Inicialmente conviene plantear la queja o reclamación ante la empresa o profesional supuestamente responsable: (ii) En segundo lugar, si no se ha obtenido un resultado satisfactorio, se puede formular la oportuna reclamación o denuncia ante los servicios de la administración  pública (por ejemplo, a través de la Dirección de Consumo de la Comunidad Autónoma correspondiente o la Oficina de Información al Consumidor de su municipio), o a través de organizaciones de defensa de los consumidores y usuarios (Asociaciones de consumidores). De este modo se pondrá en marcha los mecanismos de mediación o arbitraje entre consumidores y empresas (este último solo se aplicará en los casos de las empresas adheridas al Sistema Arbitral de Consumo.

			En lo referente a las reclamaciones en materia de consumo, esta consiste en una comunicación que el consumidor dirige a la administración competente cuando se presenta un conflicto o desacuerdo entre este y la empresa o el profesional que le ha vendido el producto o prestado el servicio, poniendo de manifiesto los hechos y solicitando una solución y/o compensación cuando actúe como consumidor final. No se considera reclamación de consumo las discrepancias que pueda haber entre varias empresas o varios particulares, por lo que estas no están amparadas por las normas de protección al consumidor, ni por las organizaciones encargadas de ello. Para considerarse una reclamación de consumo, ésta la tiene que efectuar el consumidor o usuario ante la empresa que le ha suministrado el producto o le ha prestado el servicio.

			Tal y como se ha manifestado anteriormente, para reclamar, primero hay que contactar con el vendedor del producto o el prestador del servicio. Como primera medida es conveniente hablar con él e intentar solucionar el asunto de forma amistosa, o acudir a los servicios de atención al cliente que tienen que tener las empresas o profesional de cierta consideración.

			Cuando surja una controversia es conveniente que el consumidor cuando reclame utilice mecanismos que dejen constancia del envío de la reclamación, como un burofax, telegrama o carta certificada con acuse de recibo, documentos que son una prueba de que el empresario ha recibido una queja concreta y que se envían desde cualquier oficina de Correos. Además de hacer constar su petición, en esos escritos el consumidor debe dar al empresario un plazo para que le conteste (plazo que fija el propio consumidor).

			Sobre las “hojas de reclamación”, pueden utilizarse las hojas de reclamación que deben poseer obligatoriamente todos los establecimientos de la Comunidad de Madrid y de las demás Comunidades Autónomas que lo tengan regulado. Estas hojas de reclamaciones están compuestas normalmente por un juego de impresos autocalcables de tres folios a distintos colores.

			Cuando se envían hojas de reclamaciones a la Administración, hay que adjuntar cualquier documento (contrato, factura, albarán, etcétera) que pueda servir de prueba de la reclamación. Se aconseja cumplimentar la hoja de reclamación antes de abandonar el establecimiento y remitirla lo antes posible, con la documentación que avale sus pretensiones, a las autoridades competentes cuya dirección figura en el impreso, o a alguna Asociación de consumidores para que ellos se encarguen de su tramitación.

			Si el establecimiento se niega a facilitar las hojas o no tiene, el consumidor puede presentar la queja por el medio que considere más adecuado ante los organismos competentes en materia de consumo o ante una Asociación de consumidores. Basta con presentar un escrito exponiendo los datos, los hechos y lo que se solicita. Si el establecimiento se niega a facilitar esta hoja de reclamaciones, estando obligada a ello por la normativa municipal, el consumidor puede solicitar la asistencia de la policía local correspondiente para que levante acta del hecho.

			b) Derecho a la reparación de los daños y perjuicios sufridos

			Si un consumidor o usuario ha sufrido algún tipo de daños o perjuicios ocasionados como consecuencia de la adquisición o utilización de algún producto o servicio, tiene derecho a que se le repare adecuadamente estos daños y perjuicios sufridos. Aquí podría ser de aplicación el artículo 1902 del Código Civil, en lo referente a la indemnización por daños y perjuicios.

			En cuanto a la reparación de los daños sufridos por el consumidor, tal y como expresa Vicente Magro Servet, en el artículo “La tesis del antes y el después en la reparación del daño y determinación de la responsabilidad civil”, elderecho.com (7-1-2022), cierto y verdad es que, en muchos casos, quizá en la mayoría de ellos, pueda que no sea posible regresar en la misma medida al antes (de producirse el daño) al hecho causante del daño. Pero si esto es así, lo que corresponde, y es esencial de la función judicial, es la de fijar con la mayor exactitud posible cuál es ese perjuicio cuantificado que debe ser resarcido para que si, al menos, no es posible llegar a la misma situación del antes (de producirse el daño), que sea posible llevar a cabo un esfuerzo de cuantificación para poder conseguir la “mayor aproximación” posible.

			En estos casos son los Tribunales de Justicia los que pueden decidir sobre la indemnización sobre daños y perjuicios. El Sistema Arbitral de Consumo también tiene capacidad para emitir laudos en este sentido, siempre y cuando la empresa lo admita en su adhesión al sistema arbitral, mediante la firma de una cláusula de sometimiento al arbitraje.

			6. Oficinas Municipales de consumo y tramitación de las reclamaciones

			Las Oficinas Municipales de Información al Consumidor es un servicio gratuito de información y orientación al consumidor que, además, media en los conflictos que puedan surgir entre consumidores y empresarios, para intentar una solución amistosa, también dictan resoluciones sobre estos conflictos que no son vinculantes para la empresa.

			Suelen disponer de estas oficinas las ciudades capitales de provincia y municipios de cierta entidad, sus decisiones no son vinculantes, aunque suelen ser tenidas en consideración a la hora de acudir a los Tribunales de Justicia.

			Es la instancia más cercana al consumidor y usuario para poder acudir a efectuar las reclamaciones, caso de que considere que ha sido objeto de un abuso, engaño o que han vulnerado sus derechos en materia de consumo.

			En relación con la tramitación de las reclamaciones, cuando los consumidores y usuarios presentan las reclamaciones y una vez que la Oficina Municipal de Información al Consumidor competente, o la Dirección General de Consumo correspondiente a cada comunidad autónoma reciben y registran la reclamación, esta se tramitará de la siguiente forma:

			–Traslado a otro organismo en el caso de que los hechos motivo de reclamación no sean competencia del organismo que lo recibe.

			–Mediación ante los organismos competentes para ello.

			–Arbitraje de consumo a través del Sistema Arbitral de Consumo.

			–Inspección por los órganos competentes.

			–Archivo de la reclamación cuando los hechos o conductas reclamadas no puedan ser probados y/o calificados como infracción.

			7. Derecho a la salud y a la seguridad

			La protección de la salud y la seguridad de los consumidores y usuarios está regulada en los artículos 11 y 12 de la LGDCU.

			Los consumidores y usuarios tienen derecho a que los productos y servicios puestos a su disposición sean seguros. Se considera que un producto es seguro cuando en condiciones generales de utilización no presente ningún riesgo, o, únicamente riesgos mínimos compatibles con el uso del producto y considerados admisibles dentro de un nivel elevado de protección.

			Los riesgos que se pueden derivar de la utilización razonable y previsible de los productos y servicios, teniendo en cuenta sus características específicas propias y las personas a las que va dirigido, deben ser debidamente informados a los consumidores, a través de las adecuadas instrucciones o indicaciones para su correcto uso o consumo.

			Hay productos, como los productos químicos y todos los artículos que en su composición lleven sustancias calificadas como peligrosas, que deberán ir envasadas con las debidas garantías de seguridad y llevar de forma visible las oportunas indicaciones que adviertan el riesgo de su manipulación.

			El artículo 13 de la LGDCU señala otras obligaciones específicas para la protección de la salud y seguridad de los consumidores y usuarios, imponiendo a los empresarios que intervengan en la puesta a disposición de los bienes y servicio a los consumidores una serie de obligaciones dentro de los límites de su actividades respectivas, en cuestiones de almacenamiento, de productos, mantenimiento del necesario control, prohibición de venta a domicilio de determinadas bebidas y alimentos, entre otras medidas y prohibiciones.

			8. Prohibición administrativa y técnica

			La normativa de protección de los consumidores obliga a que las Administraciones públicas disponga de servicios que ayuden a los consumidores y usuarios en caso de que se necesite orientación y defensa frente a actuaciones abusivas o ilegítimas en relación con la compra de un producto o la contratación de un servicio. Esto se hace de la siguiente forma:

			–Disponiendo de servicios y oficinas de información al consumidor que: (i) Informen sobre los derechos y obligaciones que tienen, a los consumidores; (ii) Reciban y tramiten las consultas, reclamaciones y denuncias sobre los temas y asuntos de consumo.

			–Disponiendo de departamentos que realicen actuaciones de control e inspección de los productos y servicios destinados a los consumidores en cualquier fase de comercialización y que, en caso de que se pruebe la existencia de una irregularidad o infracción administrativa, sancione a las empresas o profesionales que las hubieran cometido, por acción e intención de cometerlas o por omisión o negligentes. El procedimiento sancionador se inicia siempre de oficio. El consumidor no forma parte del procedimiento, aunque tiene derecho a ser informado de su iniciación y resolución.

			La Administración no puede obligar a las empresas o al profesional que haya cometido una infracción a reparar los daños causados a un consumidor o conjunto de consumidores. Si se quiere exigir una indemnización por los daños y perjuicios sufridos se debe acudir a los Tribunales de Justicia o, si la empresa o profesional lo acepta, emplear la vía del Arbitraje.

			9. Educación, formación e información a los consumidores

			Los consumidores y usuarios tienen derecho a recibir educación, formación e información en materia de consumo, de forma que conozcan sus derechos y las vías para poder ejercerlos adecuadamente.

			Esta educación de los consumidores se efectúa: (i) A través de la realización de campañas informativas, sobre aspectos del consumo en general o sobre temas, sectores, productos o servicios concretos: (ii) A través de la participación en los canales educativos obligatorios, mediante la formación de profesionales especialista o elaborando material didáctico.

			El artículo 17 de la LGDCU, en cuanto a la información, formación y educación de los consumidores y usuarios, señala que los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, fomentarán la información y educación de estos y se asegurarán de que dispongan de la información precisa para el eficaz ejercicio de sus derechos y velarán para que se les preste la información comprensible sobre el adecuado uso y consumo de los bienes y servicios puestos a disposición en el mercado.

			Los medios de comunicación social de titularidad pública dedicarán programas y espacios no publicitarios a la información y educación de los consumidores y usuarios. En estos programas se invitará a participar a las Asociaciones de consumidores y usuarios más representativas.

		

	
		
			Capítulo 2

			El Derecho de consumo y 
reclamaciones de los consumidores

			1. Derecho de consumo

			Definiría el Derecho de consumo como el que regula los derechos y protección que asiste a los consumidores y usuarios para la defensa  de estos derechos contra los posibles abusos que pueden imponer las empresas comercializadoras de los productos y las prestadoras de servicios a los ciudadanos, considerados como consumidores y usuarios, aprovechándose de su posición de superioridad, que en muchos casos se traduce  en las cláusulas impuestas , y a veces abusivas, que introducen en los contratos y que tienen que firmar necesariamente estos consumidores para acceder a estos bienes y servicios.

			Los poderes públicos han dictado normas que defienden y protegen a esos consumidores, siendo la más importante el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios (al que haremos referencia en este libro en numerosas ocasiones como LGDCU).

			Como señala Ángel Acedo Penco, en su libro “Derecho de consumo”, Editorial Dykinson, en relación con el concepto de Derecho de consumo, es problemática una definición de Derecho de consumo, sobre todo en vista a los planteamientos expuestos de su autonomía respecto de otras disciplinas y la posición del Tribunal Constitucional, al afirmar que “la defensa del consumidor es, sin embargo, un concepto de tal amplitud y de contornos imprecisos que hace dificultoso, en ocasiones, la operación calificada  de una norma cuyo designio pudiera entenderse  que es la protección del consumidor”.

			Señala que el Tribunal Constitucional ha definido con sencillez lo que se llama “el derecho del consumidor”, como aquel conjunto de reglas jurídicas que tienen por objeto proteger al consumidor”, añadiendo que, “difícilmente podrá encontrarse codificado en un conjunto normativo emanado de una sola de estas instancias (públicas), siendo más bien la resultante de una suma de las actuaciones normativas, enderezadas a este objetivo, de los distintos poderes públicos que integra el Estado”.

			La normativa protege a los consumidores y usuarios y se define al consumidor como una persona u organización que demanda bienes o servicios a cambio de su pago en dinero, proporcionados por el productor o proveedores de bienes o servicios. Es aquel que consume o compra productos para el consumo. Es, por lo tanto, el actor final de diversas transacciones productivas, la persona u organización a la que el marketing dirige sus acciones para orientar e incitar a la compra, estudiándose el proceso de toma de decisiones del comprador.

			Por otra parte, el usuario, según lo define la Real Academia Española de la Lengua, es “aquel que usa ordinariamente algo, en este caso un producto o un servicio. Es la persona que utiliza algún tipo de objeto o que es destinatario de un servicio, ya sea privado o público.

			El artículo 3 de la referida LGDCU dispone que “a efectos de esta norma, y sin perjuicio de lo expuesto expresamente en sus libros tercero y cuarto, son consumidores o usuarios la personas físicas o jurídicas que actuó en un ámbito ajeno a una actividad empresarial o profesional”, es decir, que la adquisición de bienes o prestación de servicios es para uso exclusivamente privado, relacionados con su vida y actividad privada.

			La Jurisprudencia del Tribunal Supremo, siguiendo el criterio de la LGDCU del año 1984, ha venido sistemáticamente excluyendo a toda empresa con ánimo de lucro del concepto de consumidor, y por tanto de la protección legal que le ampara, cuando “adquieren bienes para luego ser reintegrados en el proceso de producción, comercialización o prestación a terceros”.

			Siguiendo al profesos Carlos Lasarte Álvarez, y su libro “Manual sobre protección de consumidores y usuarios”, Editorial Dykinson, lo cierto es que en la actualidad , las disposiciones especiales a favor de los consumidores  cuentan hoy con la legitimidad suficiente en una economía de mercado como la nuestra (artículo 38 de la Constitución Española), aunque naturalmente su mera existencia ontológica  no puede entenderse como una absoluta panacea favorable para consumidores y usuarios, un manto protector que, en forma parecida a una alfombra mágica, haga desaparecer todos los problemas  existentes.

			En cuanto a la delimitación del “Derecho de consumo”, el referido autor afirma que el conjunto normativo desplegado en búsqueda de la protección de los consumidores, además de la consecución de tal objetivo, presenta como característica más evidente su heterogeneidad, al estar integrada por normas de Derecho privado y Derecho público, consideran algunos que resulta francamente difícil construir sobre esa base una nueva disciplina jurídica.

			No obstante, en los últimos años, aunque sea de manera puramente descriptiva, se ha ido extendiendo el uso de la expresión “Derecho de consumo” o “Derecho de los consumidores” para referirse a este diverso y multidisciplinar panorama de análisis que, prima facie, se identifica a través de un elenco de disposiciones legales de distinta procedencia y de rango muy diverso.

			Ahora bien, esto puede significar tanto que estamos ante un nuevo Derecho especial, ante un nuevo sector o corte sistemático del Derecho, o, por el contrario, que razones didácticas aconsejan agrupar bajo una misma sistemática toda una diversidad de problemas y controversias sociales que, con un cierto fondo común, son regulados por nuevas disposiciones legislativas.

			A juicio del citado autor, semejante debate no debe considerarse extensamente en esta sede. El tiempo lo dirá, pues el debate sobre la autonomía científica, doctrinal y legislativa de un sector cualquiera del Derecho requiere una cierta perspectiva histórica de la que probablemente, carecemos en la actualidad.

			Sin embargo, dado que ese manual encuentra su origen inmediato en una asignatura que oficialmente lleva la rúbrica o puede intitularse como “Derecho de consumo”, tampoco debe omitirse por completo una a breve referencia a tal debate.

			Por otra parte, según el citado autor, hay dos tipos de Derecho de consumo, el derecho privado de consumo, y el derecho público de consumo. Sobre el derecho privado de consumo, considera al Derecho de consumo como una parte diferenciada del derecho civil, afectado también en buena medida por el derecho mercantil, en razón a los destinatarios a los que se dirigen sus normas. Ello es así, porque desde este punto de vista, el individuo, como consumidor, es el único sujeto de protección a quién la ley le otorga, de manera individual o colectiva, determinados mecanismos de defensa de sus intereses en su relación jurídico-privada con otros sujetos, esto es, los empresarios y profesionales.

			Como señala la profesora María Teresa Álvarez Moreno, “La protección jurídica del consumidor en la contratación en general”, Editorial Reus, desde el arranque del movimiento de protección del consumidor en 1962 (discurso del presidente J. F. Kennedy al Congreso estadounidense el 15 de marzo de 1962, sobre la protección de los intereses de los consumidores) hasta la actualidad se ha recorrido en la evolución normativa de esta materia, tanto a nivel internacional, como comunitario y nacional. En las últimas décadas hemos asistido a una eclosión de normas en materia de protección del consumidor, que en su inmensa mayoría proceden de la Unión Europea y del desarrollo de la política de protección del consumidor.

			Otra definición de Derecho de consumo es la denominación que se da al conjunto de normas emanadas de los poderes públicos destinadas a la protección del consumidor o usuario en el mercado de bienes y servicios, otorgándole y regulando ciertos derechos y obligaciones. En general, se considera consumidor o usuario a toda persona física o jurídica que contrata a título oneroso, para su consumo final o beneficio propio, o de su grupo familiar o social, la adquisición o localización de bienes o la prestación o arrendamiento de servicios.

			El Derecho de consumo no es una rama autónoma del Derecho sino una disciplina trasversal, con elementos que se encuentran dentro del Derecho mercantil, del Derecho civil y otros dentro del Derecho administrativo, e incluso, del Derecho penal.

			El Derecho de consumo cubre varios aspectos fundamentales de las relaciones entre los productores y los consumidores, como las siguientes:

			–Los contratos de adhesión, que prohíbe las cláusulas abusivas que desequilibren la relación contractual a favor del proveedor de bienes y servicios y trata de asegurar que el consumidor conozca por anticipado todas las condiciones generales de la contratación que el empresario pretende utilizar.

			–Calidad de los bienes y servicios ofrecidos y sus requisitos mínimos.

			–Regulación de la publicidad y de las ofertas dirigidas al público.

			–Establece procedimientos especiales para que los consumidores, las asociaciones y organizaciones públicas creados para que puedan defenderse y producir ciertas prácticas abusivas.

			–Enumera un elenco de infracciones por parte de los empresarios y de las correspondientes sanciones a imponer para las autoridades competentes en materia de consumo.

			Por otra parte, Ángel Carrasco Pérez, en su reciente obra “Derecho de consumo. Materiales, Fundamentos, aplicaciones”, Editorial Aranzadi, considera al Derecho de consumo, en sentido estricto, la rama del derecho público y privado que estatuye (establece) una protección jurídica especial para la persona física que con carácter final adquiere por contrato bienes o servicios de una empresa sin reintroducirlos en el mercado.

			En cuanto a la función de protección, señala este autor, la razón de ser de este derecho de protección es la asimetría informativa típicamente existente entre estos consumidores y el menor poder de negociación que se presume produce la persona consumidora. El Derecho de consumo protege solamente por esta razón.

			Por último, y como ya hemos apuntado, existe una pugna doctrinal sobre si el Derecho de consumo tiene la suficiente entidad para considerarse como una rama autónoma del Derecho civil o del Derecho mercantil. El autor que suscribe considera que el Derecho de consumo, al defender la protección de los ciudadanos, considerados consumidores y usuarios, ante la posible vulneración de sus intereses y derechos por parte de los empresarios, por los posibles abusos que puedan cometer a los intereses de estos ciudadanos que se ven obligados de alguna manera a adquirir esos productos o   a que les presten estos servicios, imprescindibles para poder desarrollar una vida normal, y al encontrarse esos empresarios en situación de superioridad sobre estos (muchas veces tienen la “sartén por el mango” como se duele decir), el Derecho de consumo adquiere plena autonomía y justificación.

			Cuenta además con suficiente legislación específica que regula esta materia, sobre todo la reiterada LGDCU, abundantes Directivas de la Unión Europea, así como jurisprudencia suficiente como para considerarse como rama autónoma del Derecho, con una vinculación especial con el Derecho civil.

			2. Concepto de consumidor y usuario

			Además del concepto de consumidor y usuario que ya se ha mencionado, la profesora María Teresa Álvarez Moreno, “La protección jurídica del consumidor en la contratación en general”, Editorial Reus, considera que el término consumidor no es univoco, y dependiendo de en qué contexto legal se emplee, puede responder a una idea distinta. En la LGDCU de 1984 se entendía por consumidor el destinatario final de bienes o servicios, quién los adquiría para un consumo privado, sin reintroducir el bien en el mercado. Este concepto luego se desechó a favor de la definición utilizada por las distintas directivas, a tenor de las cuales se entiende por consumidor quién actúa con un propósito ajeno a su actividad profesional.  Este es el concepto general de consumidor acogido a partir de la LGDCU, aunque con la reforma introducida por la Ley 3/2014, es algo más extenso al aplicar el artículo 3, párrafo 1º, de la LGDCU, que el propósito debe ser ajeno a su actividad comercial, empresarial, oficio o profesión”.

			Entre ambas definiciones, destinatario final o actuación ajena a la propia actividad profesional, esta última es algo más amplia, puesto que permite considerar consumidor a quién introduce o reintroduce bienes en el mercado siempre que lo haga en el seno de una actividad profesional, posibilidad que antes vetada, porque el consumidor no podría reintroducir bienes en el mercado, al ser considerado el último eslabón en la cadena de comercialización y distribución de los bienes y servicios.

			Existen también los que se llaman consumidores mixtos. Una persona puede ser operador económico en algunas ocasiones y consumidor en otras. Como señala la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 3 de julio de 1997. “para determinar si una persona actúa en calidad de consumidor, concepto que debe interpretarse de forma restringida, hay que referirse a la posición de esta persona en un contrato determinado, en relación con la naturaleza y la finalidad de este, y no a la situación subjetiva de dicha persona. Una misma persona puede ser considerado consumidor respecto a determinar si actuó como consumidor, o por el contrario, si lo hace en el seno de su actividad productiva.

			En lo referente a la “noción económica” de consumidor, y como señala el citado autor Carlos Lasarte Álvarez, el consumidor pretende hacerse con el valor de uso de lo adquirido, sin intención alguna de emplearlo o integrarlo en su propia actividad laboral o profesional, es decir, no pretende utilizar directamente la adquisición para obtener a su vez otros bienes o servicios. En el sentido expresado, pues, el consumidor se limita a participar en la última fase del proceso económico gozando, usando o disfrutando un determinado bien de acuerdo con sus características y su naturaleza, pero sin integrarlo en actividad productiva alguna.

			En cambio, el empresario, a diferencia del consumidor, adquiere el bien pensado en su valor de cambio, esto es, para incorporarlo, generalmente transformado, a su proceso de producción o distribución, a fin de recuperar lo invertido más tarde y multiplicarlo, o en todo caso, incrementarlo, es decir para obtener nuevos valores de cambio.

			Hasta épocas recientes los interesados los intereses no aislaban o tenían en cuenta en cuanto tales, sino que su protección se confundía con la de los ciudadanos, es decir, con el interés general. Las profundas transformaciones económicas y sociales que han tenido lugar en las últimas décadas del siglo XX han justificado numerosas iniciativas tendentes a presentar la posición del consumidor en el mercado.

			3. Concepto de empresario, productor y proveedor

			Desde el punto de vista del Derecho de consumo, el empresario viene regulado en la Ley 3/2014, que modificó la LGDCU, y lo define como “A efectos de lo dispuesto en esta norma, se considera empresario a toda persona física o jurídica, ya sea privada o pública, que actúe directamente o a través de otra persona en su nombre o siguiendo sus instrucciones, con un propósito relacionado con su actividad comercial, empresarial oficio o profesión. Esta definición, más extensa que la anterior no implica una mejoría en su concepción, aunque incorpora alguna cuestión secundaria, que más adelante comentaremos, según la opinión de la profesora María Teresa Álvarez Moreno., ya citada.

			En primer lugar, el empresario se define como aquella persona física o jurídica que actúa dentro del giro de su actividad. Lo esencial es esa actuación “con un propósito relacionado con su actividad comercial, empresarial, oficio o profesión”. De ahí que en ocasionas se utilicen como como términos sinónimos para designar a la contraparte del consumidor: empresario, comerciante o profesional. En todo caso se trata de personas que se dedica profesionalmente al ejercicio de una actividad económica para producir o introducir en el mercado, o para intermediar en la comercialización de bienes o servicios. Es indiferente que se trate de persona física o jurídica, y en este último caso es indistinto el carácter público o privado de su constitución como empresa. Por lo tanto, siguiendo a Rodrigo Bercovitz, podemos decir que cabe dentro el concepto: el empresario individual, las comunidades de bienes, sociedades profesionales, sociedades mercantiles o no, fundaciones, asociaciones o entidades (como las financieras) siempre que “aporten bienes o servicios al mercado con ánimo de lucro, directo o indirecto”.

			Se entiende por empresario al responsable de la organización profesional de que se trate, con independencia de que el consumidor haya sido atendido por sus dependientes, empleados, mandatarios o comisionistas. Es decir, la novedad que introduce la Ley 3/2014 en el concepto de empresario, consiste en considerar que el consumidor contrata con el empresario tanto si lo hace directamente con él, como con sus asistentes o colaboradores, sean o no dependientes desde el punto de vista laboral. Basta con que lo sea desde el punto de vista funcional.

			Siguiendo la referida autora, la actividad económica desarrollada por el profesional puede ser de cualquier tipo, por lo que se considera empresarios “quienes desarrollan una actividad industrial, comercial, agrícola, ganadera, de caza y pesca, los artesanos y los profesionales liberales”. Lo único que exige el precepto es que el empresario actúe con un propósito relacionado con su actividad económica, es decir, en el marco de su actividad, aunque con dicha actuación suministre bienes o servicios. Al margen de su actividad habitual o normal.  Por lo tanto, es suficiente con que la actuación desarrollada por el empresario tenga una relación directa o indirecta con su actividad profesional. Solo cuando los bienes suministrados sean totalmente ajenos a la actividad habitual, dejará el sujeto de ser considerado empresario, para ser considerado un particular.

			a) Productor, producto y proveedor

			Conceptos afines que se consideran integrados en el concepto de empresario son los de productor y proveedor, regulados en los artículos 5 y 7 de la LGDCU.

			El artículo 5 de la LGDCU, define el concepto de productor, y señala que sin perjuicio a lo dispuesto en el artículo 138, a efectos de lo dispuesto en esta norma, se considera productor al fabricante  del bien, o al prestador del servicio o su intermediario, o al importador del bien o servicio en el territorio de la Unión Europea, así como a cualquier persona que se presente como tal al indicar en el bien, ya sea en el envase, envoltorio o cualquier otro elemento de protección o presentación, o servicio a su nombre, marco u otro signo distintivo.

			El artículo 6 de la LGDCU define como producto, y sin perjuicio de lo establecido en el artículo 136, a los efectos de esta norma es producto todo bien mueble conforme a lo previsto en el artículo 335 del Código Civil. El referido artículo del Código Civil señala que se reputan bienes muebles los susceptibles de apropiación no comprendidos en el capítulo anterior, y, en general, todos los que se puedan transportar de un punto a otro sin menoscabo de la cosa inmueble o que estuviesen unidos.

			El artículo 7 de la LGDCU define como productor, al empresario que suministra o distribuye productos en el mercado, cualquiera que sea el título o contrato en virtud del cual realice dicha distribución.

			4. Derecho de información del consumidor

			Uno de los derechos básicos de los consumidores y usuarios es el derecho a la información, y está regulado en el artículo 8, d) de la mencionada LGDCU, Real Decreto Legislativo 1/2007, que dispone como derechos básicos de los consumidores y usuarios, la información correcta sobre los diferentes bienes y servicios y la educación y divulgación para facilitar el conocimiento sobre su adecuado uso, consumo o disfrute.

			Como dice la citada profesora María Teresa Álvarez Moreno, el derecho a la información del consumidor implica simultáneamente el deber del profesional de prestar dicha información. Es un deber preminentemente precontractual, aunque puede llegar a cumplirse en el momento de la celebración del contrato o su ejecución.

			Esta información tiene que ser necesariamente suministrada por el empresario al consumidor o usuario, antes de la celebración del contrato, en el momento de la celebración del contrato o, posteriormente, en la fase de ejecución de este.

			Siguiendo a la citada autora, en lo referente a las consecuencias del incumplimiento del deber de informar, en el marco del Derecho de contratos en general, los defectos de información pueden tener relevancia en relación con los vicios de la voluntad (especialmente se genera error o en caso de dolo) o con los supuestos de responsabilidad precontractual (sobre todo en caso de “culpa in contrahendo”). Pero, como bien ha señalado la doctrina, estos remedios tienden a utilizar mecanismos anulatorios o desvinculatorios del contrato, y deberían formularse otros tipos de mecanismos de reacción frente al incumplimiento de la obligación de informar (por cualquier motivo que se produzca: tanto por omisión como por inexactitud, falsedad o información incompleta) que permanecieran el cumplimiento del contrato, que todavía satisface el interés del consumidor.

			En relación con la información como derecho básico de los consumidores, el profesor Carlos Lasarte Álvarez considera que, desde la aprobación de la LGDCU, los autores que se han ocupado del tema han debatido acerca de si la calificación de básicos, de la que hace gala respecto del derecho a la información y los restantes la LGDCU tiene algún significado preciso y técnico, constituyendo una categoría especial de derechos de los consumidores.

			A juicio de este autor, el uso de semejante epíteto no arroja consecuencia alguna; se trata solo de un recurso literario al que ha acudido el legislador para resaltar la importancia del catálogo de derechos atribuidos a los consumidores por la regulación general de la materia, representada como sabemos por la LGDCU. Ahora bien, la inexistencia de la categoría de derechos básicos” no debe implicar minusvaloración alguna respecto de la trascendencia del derecho de información establecido a favor del consumidor y desarrollado como vemos, de manera paulatina.

			5. Irrenunciabilidad de los derechos de los consumidores

			Dada la especial preocupación de la LGDCU por la protección de los consumidores y usuarios, que es el objeto principal de la ley, es lógico que una de las prioridades de esta ley es declarar la irrenunciabilidad previa de los derechos y facultades establecidos en la misma a los consumidores y usuarios, así como la declaración de nulidad de cualquier acto o contratos realizados en fraude de ley.

			Así, el artículo 10 de la LGDCU, establece la irrenunciabilidad de estos derechos, señalando que “la renuncia previa a los derechos que esta norma reconoce a los consumidores y usuarios es nula, siendo, asimismo, los actos realizados en fraude de ley de conformidad con lo previsto en el artículo 6 del Código Civil”.

			Es innecesario resaltar que dicho precepto se encontraba tan íntimamente conectado con el régimen general contemplado en el artículo 6 del Código Civil que el segundo párrafo del citado artículo se cerraba reconociendo expresamente ese extremo y establece:

			–La ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento. El error de derecho producirá únicamente aquellos efectos que las leyes determinen.

			–La exclusión voluntaria de la ley aplicable y la renuncia a los derechos en ella reconocidos solo serán válidos cuando no contraríen el interés o el orden público ni perjudiquen a terceros.

			–Los actos contrarios a las normas imperativas y a las prohibitivas son nulos de pleno derecho, salvo que en ellos se establezca un efecto distinto y para el caso de contravención.

			–Los actos realizados al amparo del texto de una norma que persigue un resultado prohibido por el ordenamiento jurídico, o contrario a él, se considerarán ejecutados en fraude de ley y no impedirán la debida aplicación de la norma que se hubiere tratado de eludir.

			6. Competencia del Estado y de las Comunidades Autónomas

			Los artículos 148 y 149 de la Constitución Española no establecen claramente la competencia del Estado en materia de defensa de los consumidores y usuarios, ni tampoco a las Comunidades Autónomas, por lo que se viene atribuyendo al Estado todas las competencias que no han sido atribuidas expresamente en estos artículos.

			Por ello se atribuye al Estado la competencia legislativa en materia de defensa de los consumidores y usuarios, aunque ya todas las Comunidades Autónomas han legislado en esta materia, por lo que en algunos casos se produce un choque normativo y de competencias que habrá de resolverse a favor de uno u otro.

			En este sentido, la Sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de marzo de 1991 declaró inconstitucional las normas de consumo de las Comunidades Autónomas con competencia en materia de desarrollo de derecho civil, en concreto la Comunidad de Galicia, al suspender una regulación del contenido de los contratos distinta de la normativa establecida con carácter estatal.

			El referido Tribunal Constitucional ha declarado también inconstitucional ciertos preceptos de las leyes de consumidores de algunas Comunidades Autónomas, como la Sentencia de 3 de noviembre de 1982 en relación con la legislación del País Vasco, y la de 22 de julio de 1993, sobre la legislación de la Comunidad Autónoma de Aragón.

			Aunque en la Constitución no se contiene la posibilidad de que las normas autonómicas legislen en materia de consumo, es un hecho que absolutamente todas las Comunidades Autónomas han promulgado leyes autonómicas especificas en relación con esta materia, con rango de ley autonómica, siendo la última de ellas la de la Comunidad Autónoma de La Rioja. Estas normas se relacionan a continuación:

			–Ley 4/1996, de 14 de junio, del Estatuto de los consumidores y usuarios de la Región de Murcia.

			–Ley 11/1998, de 9 de julio, de Protección de los consumidores de la Comunidad de Madrid.

			–Ley 11/2002, de 2 de diciembre, de consumidores y usuarios del Principado de Asturias.

			–Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de defensa y protección de los consumidores de Andalucía.

			–Ley 16/2006, de 28 de diciembre, de protección y defensa de los consumidores y usuarios de Aragón.

			–Ley 3/2003, de 12 de febrero, del Estatuto de los consumidores y usuarios de Canarias.

			–Ley 1/2006, de 7 de marzo, de defensa de los consumidores y usuarios de Cantabria.

			–Ley 11/2005, de 15 de diciembre, del Estatuto del Consumidor de Castilla-La Mancha.

			–Ley 11/1998, de 5 de diciembre, de defensa de los consumidores y usuarios de Castilla y León.

			–Ley 22/2010, de 20 de julio, del Código de Consumo de Cataluña.

			–Ley 1/2011, de 22 de marzo, de la Generalitat, Estatuto de consumidores y usuarios de la Comunidad Valenciana.

			–Ley 6/2001, de 24 de mayo, del Estatuto de los Consumidores de Extremadura.

			–Ley 12/1984, de 28 de diciembre, del Estatuto del consumidor y usuario de la Comunidad de Galicia.

			–Ley 1/1998, de 10 de marzo, del Estatuto de los consumidores y usuarios de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares.

			–Ley 5/2013, de 12 de abril, para la defensa de los consumidores y usuarios en la Comunidad Autónoma de La Rioja.

			7. Reclamaciones de los consumidores

			Las diferentes Comunidades Autónomas, a través de sus Direcciones Generales de Consumo, son las entidades que gestionan y resuelven las reclamaciones que los consumidores y usuarios pueden efectuar, y son los órganos que velan por la defensa de los derechos de estos.

			Esta defensa se puede hacer a través de reclamaciones, denuncian y consultas, pasando a detallar la forma yo procedimientos de la prestación de estos servicios y quejas en materia de consumo.

			a) Reclamaciones

			Una reclamación en materia de consumo es una comunicación que el consumidor dirige a la administración competente cuando se presenta un conflicto o desacuerdo entre él y la empresa o profesional que le ha vendido el producto o prestado el servicio, poniendo de manifiesto los hechos y solicitando una solución y/o una compensación, Cualquier persona afectada puede plantear una reclamación de consumo cuando actúe como consumidor final.

			Según la definición que dio en su momento la Conselleria de Salud del Govern de las Illes Balears, en su Portal de Consumo, debe entenderse como reclamación aquel supuesto en que el consumidor o usuario solicita algo para él. Es decir, cuando la persona que consume un bien o recibe un servicio, además de poner en conocimiento de la Administración unos hechos, pretende de la persona física  o jurídica que comercializa o presta el servicio el resarcimiento o indemnización, de los daños y perjuicios sufridos por su consumo o utilización; la restitución, el cambio o reparación del bien adquirido, el reintegro de las cantidades pagadas, la resolución o rescisión del contrato, la anulación de una deuda, el cumplimiento de las condiciones pactadas en la contratación, venta o prestación del servicio; el cumplimiento de los derechos, reconocidos a las personas consumidores o usuarios, o, en general, una prestación indemnizatoria, y todo ello sin perjuicio de que los hechos citados puedan suponer una infracción de la normativa en materia de consumo.

			No se considera reclamaciones de consumo, las discrepancias que pueda haber entre varias empresas o entre varios particulares, por lo que no están amparadas por las normas de protección del consumidor, ni por las organizaciones encargadas de ello. Para considerarse una reclamación de consumo, ésta la tiene que efectuar el consumidor o usuario ante la empresa que le ha suministrado el producto o ha prestado el servicio.

			Para reclamar primero hay que contactar con el vendedor del producto o el prestador del servicio. Como primera medida es conveniente hablar con el productor o el prestador del servicio e intentar solucionar amistosamente el problema, o acudir a los servicios de atención al cliente que tiene que tener la empresa.

			El Portal del Consumidor “Consumadrid”, cuando surja una controversia, recomienda al consumidor que todas las comunicaciones que tenga con el vendedor o prestador del servicio las haga usando mecanismos que dejen constancia del envío de la reclamación, como el burofax, telegrama o carta certificada con acuse de recibo (documentos que son una prueba de que el empresario ha recibido una queja concreta y que se envían desde cualquier oficina de Correos). Además de hacer constar su petición, en esos escritos el consumidor debe dar al empresario un plazo para que le conteste (plazo que fija el propio consumidor).

			b) Hoja de reclamaciones

			Pueden utilizar las hojas de reclamaciones que deben poseer obligatoriamente todos los establecimientos de la Comunidad de Madrid o de las demás Comunidades Autónomas que lo tengan regulado. Estas hojas de reclamaciones están compuestas normalmente por un juego de impresos autocalcables de tres folios de distintos colores (uno para la administración, otro para el empresario y otro para el consumidor).

			Cuando se envía la hoja de reclamaciones a la Administración, hay que adjuntar cualquier documento (contrato, factura, albarán, etcétera) que pueda servir de prueba en la reclamación.

			Se aconseja cumplimentar la hoja de reclamaciones antes de abandonar el establecimiento y remitir lo antes posible, con la documentación que avale sus pretensiones, a las autoridades competentes cuya dirección figura en el impreso, o a alguna Asociación de consumidores para que ellos se encarguen de su tramitación.

			Si el establecimiento se niega a facilitar las horas, o no tiene, el consumidor puede presentar la queja por el medio que considere más adecuado ante los organismos competentes en materia de consumo o ante una Asociación de consumidores. Basta con presentar un escrito expresando los datos, los hechos y lo que se solicita.

			Si el establecimiento se niega a facilitar la hoja de reclamaciones estando obligado a ello por la normativa municipal, el consumidor puede solicitar la asistencia de la policía local correspondiente para que levante acta del hecho.

			También conviene destacar que la utilización de las hojas de reclamaciones no excluye la posibilidad de formular la reclamación de cualquier otra forma legalmente prevista, y la Administración no garantiza que el consumidor va a ser indemnizado. Se puede, además, presentar esta reclamación por medios telemáticos, en los casos de las Administraciones municipales de consumo que así lo tengan establecido.

			En cuanto a las Oficinas Municipales de Consumo, este asunto ya se ha tratado en el Capítulo 1 de este libro.

			8. Tramitación de las reclamaciones

			Cuando los consumidore y usuarios presentan una reclamación, y una vez que la Oficina Municipal de Información y Consumo competente, o la Dirección General de Consumo correspondiente a cada comunidad autónoma reciben y registran la reclamación, esta se tramita de la siguiente forma:

			–Traslado a otros organismos, en el caso de que los hechos motivo de reclamación no sean competencia del organismo que la recibe.

			–Mediación.

			–Arbitraje de consumo.

			–Inspección.

			–Archivo de la reclamación cuando los hechos o conductas reclamadas no pueden ser probados y/o calificados como infracción.

			En el supuesto de que la Hoja de reclamaciones no se hubiera completado correctamente o faltase algún dato obligatorio, se requerirá al reclamante para que, en un plazo de 10 días, a contar desde la recepción del requerimiento, subsane la falta o complete la hoja, bajo la advertencia de que, de no hacerlo, se dictara resolución teniéndole por desistido de su reclamación.

			Si ambas partes hubiesen manifestado su intención de someter la controversia al Arbitraje de consumo, la reclamación se remitirá a la Junta Arbitral de Consumo.

			Si se admite la reclamación, la Administración de consumo otorgará al empresario o profesional un plazo de 15 días para formular alegaciones sobre la reclamación presentada y realizará las actuaciones que considere pertinentes para esclarecer los hechos objeto de la reclamación. Es importante decir que la Administración no tiene facultad para obligar a la empresa reclamada a que satisfaga las pretensiones del reclamante, eso es una función de los Juzgados y Tribunales. No obstante, si la Administración observa algún hecho que pueda ser constitutivo de infracción administrativa en materia de consumo, puede iniciar de oficio un procedimiento sancionador.

			Por último, si un consumidor o usuario no ve satisfechos sus derechos a través de la actuación de la Administración de consumo puede siempre acudir a los Tribunales de Justicia en defensa de sus intereses, única vía para poder verse resarcido de los daños y perjuicios sufridos, y restituido en su derecho, si es que procede.

			Además de las reclamaciones, los consumidores y usuarios pueden presentar denuncia y consulta ante los Órganos de consumo.

			a) Mediación

			Es un sistema voluntario y gratuito de resolución de conflictos entre consumidores y empresarios. La Mediación de Consumo se inicia cuando la administración que tramita la reclamación comunica los hechos reclamados a la empresa vendedora o que prestó el servicio, y le solicita que proponga una solución al problema planteado en el plazo de 14 días.

			Una vez recibida la respuesta, se le comunica al consumidor, pudiendo llegar o no a un acuerdo. Puede ocurrir que se llegue a un acuerdo y que la empresa luego no cumpla, en este caso solo queda reclamar ante los Tribunales de Justicia, y, por lo tanto, comenzar de nuevo. Etas limitaciones son una de las razones por las cuales se está potenciando otra vez la vía del arbitraje para resoluciones de conflictos.

			También se puede utilizar la figura del mediador, que es un profesional independiente que ayuda a que se llegue a un acuerdo entre las partes, que normalmente está remunerado, y que está regulado en la Ley 5/2012, de 6 de julio, de Mediación en asuntos civiles y mercantiles.

			b) Arbitraje de consumo

			Se trata de un procedimiento voluntario y gratuito de solución de conflictos, y la voluntariedad debe ser por ambas partes, es decir, el empresario ha de aceptar expresamente este mecanismo de solución de conflictos.

			Las empresas y profesionales pueden adherirse al Sistema Arbitral de Consumo presentando un compromiso a través del cual aceptan someter a esta vía todos los conflictos que en el futuro puedan presentarse con consumidores. En este caso la empresa podrá exhibir un distintivo de adhesión al arbitraje para informar al consumidor de que ofrece esa garantía. La empresa o el profesional podrá también acepar el arbitraje en el caso de una reclamación concreta, aunque no estuviera en ese momento adherida al sistema arbitral de consumo.

			Existen casos excluidos de este arbitraje, como intoxicación, lesión o muerte, o si existieran indicios razonables de delito.

			El colegio arbitral oye a las partes, lleva a cabo la práctica de las pruebas, si lo considera oportuno, y emite un laudo por escrito, que es una especie de sentencia. Este laudo obliga a las dos partes a su cumplimiento y es ejecutivo desde su notificación a las partes. En caso de incumplimiento, el consumidor puede solicitar su ejecución ante el Juzgado de Primera Instancia correspondiente al domicilio del consumidor.

			Este laudo arbitral cierra la posibilidad de acudir a los tribunales ordinarios por la misma causa, se considera equivalente a la “cosa juzgada”.

			La Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje y la Ley 11/2011, de 20 de mayo, de Reforma de la Ley anterior, son las que regulan el arbitraje en general, en este caso se pueden nombrar uno o tres árbitros, y estos y los costes del procedimiento arbitral son retribuidos.

			c) Inspecciones

			Si al tramitar una reclamación la Administración observa indicios de infracción, puede trasladar el caso a los servicios de inspección para que, en su caso, inicie un expediente sancionador. De ocurrir esto, el reclamante no será parte en el mismo, aunque si tiene derecho a ser informado de su iniciación y resolución.

			La finalidad principal de un expediente sancionador es disuadir a los empresarios que cometen las infracciones de seguir haciéndolas en perjuicio de los consumidores, y las sanciones suelen ser económicas.

			La Administración no puede obligar a la empresa o al profesional que haya cometido una infracción y ocasionado algún perjuicio, a reparar los daños ocasionados a un consumidor, o conjunto de consumidores. Si un consumidor quiere exigir una indemnización por los daños y perjuicios sufridos, podrá acudir al arbitraje, si procede, o a los tribunales.

			d) Tramitación a través de las Asociaciones de consumidores

			Las Asociaciones de consumidores tienen como finalidad la defensa de los intereses de los consumidores y usuarios, incluyendo la información y educación. Representan a sus asociados defendiendo sus intereses, también los del conjunto de los consumidores. Están reguladas en el artículo 23 y siguientes de la LGDCU.

			En caso de tener algún conflicto con alguna empresa, el consumidor puede dirigirse a una Asociación de consumidores, que tramitará su reclamación, es decir, dirigirá en su nombre un escrito a la empresa yo ante los organismos competentes.

			En caso de que la tramitación haya tenido un resultado negativo, podrá ayudar a solicitar el arbitraje ante la Junta Arbitral de Consumo competente, y podrá asesorarle respecto a la presentación de una demanda judicial, e incluso presentarla en su nombre en una acción colectiva, puesto que en determinados casos, gozarán del beneficio de justicia gratuita.

			9. Escrito de reclamación

			Se acompaña un modelo de reclamación, que puede interponerse por el consumidor agraviado ante la Oficina Municipal de Información al Consumidor, o bien ante la Dirección General de Consumo de la Comunidad Autónoma que corresponda:

			A LA OFICINA MUNICIPAL DE INFORMACION AL CONSUMIDOR

			D. PEDRO GONZÁLEZ GUTIERREZ, provisto de D.N.I. número 70234967F, con domicilio en 02003 Albacete, Plaza de San Francisco n.º 6. 4ª planta, con correo electrónico (pggutierrez@gmail.com), ante la Oficina Municipal de Información al Consumidor comparezco, y DIGO:

			Que, por el presente escrito, como consumidor y usuario, formulo RECLAMACION en defensa de mis derechos contra la sociedad TALLERES FEDERICO RODRIGUEZ, S. L., en la persona de su representante legal, provista de C.I.F. número B-294786, y domicilio en Carretera de Alicante n.º 118, 02007 Albacete, en base a los siguientes HECHOS:

			1.º Con fecha 23 de febrero de 2023 acudí a ese Taller mecánico con mi automóvil marca BMW 500, matrícula 8687-GFH, por una avería detectada en dicho vehículo que originó la parada del motor, por lo que tuve que contratar una grúa para llevarle hasta el taller.

			2.º A los tres días de llevarlo detectaron una avería en el motor, y cambiaron la junta del motor y varios tubos inyectores, sustituyendo varias piezas importantes según ellos, por lo que me fue entregado el vehículo a los 10 días de haberlo llevado, pasándome una factura por importe de 2.500 euros.

			3.º Una vez reparado el vehículo y cuando había conducido por la ciudad unos 25 kilómetros el vehículo se volvió a parar. Traté en varias ocasiones en arrancarlo, pero fue imposible, por lo que tuve que contratar otra grúa y volverlo a llevar al mismo taller mecánico, y según ellos volvieron a realizar la reparación, entregándome nuevamente el vehículo a los 3 días.

			4.º El mencionado vehículo volvió a dejar de funcionar otra vez, volviéndolo a llevar nuevamente al citado taller y posteriormente se me entregó, volviéndose a los 12 kilómetros otra vez a pararse el motor sin poder ser arrendado el mismo.

			5.º Me he puesto en contacto en varias ocasiones, personal y telefónicamente, con el responsable del taller para que me den una solución amistosa a este asunto, habiendo sido negativas todas las gestiones realizadas.

			En su virtud,

			SOLICITO:  Que teniendo por presentado este escrito de reclamación, requieran el plazo establecido a TALLERES FEDERICO RODRIGUEZ, S. L., para que vuelva a revisar el automóvil y detecte la avería real que tiene el vehículo poniéndolo en funcionamiento, tal y como estaba antes de la avería.

			Caso contrario, solicito se me indemnice por dicho taller con la cantidad de 6.000 euros, en concepto de indemnización por daños y perjuicios producidos, así como la devolución de la cantidad de 2.500 euros, importe de la factura que les he abonado.

			En Albacete, a 18 de enero de 2024

			10. Escrito de solicitud de Arbitraje

			Se adjunta un modelo de escrito de Solicitud de Arbitraje:

			A LA JUNTA ARBITRAL DE CONSUMO

			D. PEDRO GONZÁLEZ GUTIERREZ, provisto de D.N.I. número 70234967F, con domicilio en 02005 Albacete, Plaza de San Francisco n.º 6 – 4ª planta, con correo electrónico (pggutierrez@gmail.com), ante la Junta Arbitral de Consumo de Albacete comparezco, y como mejor proceda en Derecho, DIGO:

			Que, por el presente escrito, como consumidor y usuario, formulo SOLICITU DE ARBITRAJE con la sociedad TALLERES FEDERICO RODRIGUEZ, S. L., provista de C.I.F. número B294786, y domicilio en Carretera de Alicante n.º 118, bajo, de 02007 Albacete, en base a los siguiente HECHOS:

			(los mismos hechos que en el escrito anterior)

			La sociedad demandada TALLERES FEDERICO RODRIGUEZ, S. L., está adherida al Sistema Arbitral de Consumo, así figura en su publicidad y n sus facturas.

			En su virtud,

			SOLICITO: Que teniendo por presentado este escrito, se notifique a la sociedad demandada, la iniciación del procedimiento arbitral en el que se sustancie la reclamación que se efectúa contra TALLERES FEDERICO RODRIGUEZ, S. L., por los hechos descritos, y se dicte Laudo en el que se le condene a la revisión del automóvil y que detecte la avería real que tiene el vehículo, poniéndolo en funcionamiento, y al pago al que suscribe de una indemnización de 6.000 euros por los daños y perjuicios ocasionados, así como la devolución del importe de la factura abonada por 2.500 euros.

			Igualmente se solicita a la Junta Arbitral de Consumo a que nombre tres árbitros para sustanciar el arbitraje, puesto que la reclamación es superior a 300 euros.

			En Albacete, a 16 de enero de 2024

			11. Protección a los consumidores en el ordenamiento penal

			La protección legal de los derechos de los consumidores y usuarios es tan intensa en nuestro ordenamiento jurídico que llega incluso a tener protección penal para sus intereses. El Código Penal español tiene una sección, la Sección 3ª, Delitos relativos al mercado y a los consumidores, que contempla los artículos 278 a 286.

			Concretamente los artículos 281 y 282 hacen mención expresa a los consumidores y establecen lo siguiente:

			El artículo 281, apartado 1, contempla “El que detrajera del mercado materias primas o productos de primera necesidad con la intención de desabastecer un sector de este, de forzar una alteración de precios, o de perjudicar gravemente a los consumidores, será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años y multa de dos a veinticuatro meses”.

			En el apartado 2 se señala “Se impondrá la pena superior en grado si el hecho se realizara en situación de grave necesidad o catastrófica”.

			En estos casos se protege a los consumidores contra los desabastecimientos del mercado, en perjuicio de los consumidores.

			El artículo 282, preceptúa que “Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a un año o multa de seis a dieciocho meses los fabricantes o comerciantes que, en sus ofertas o publicidad de productos o servicios, hagan alegaciones falsas o manifiesten características inciertas sobre los mismos, de modo que puedan causar un perjuicio grave y manifiesto a los consumidores, sin perjuicio de la pena que corresponda aplicar por la comisión de otros delitos”. En este caso lo que se protege es el fraude a los consumidores con ofertas de productos o servicios que sean falsas o inciertas en perjuicio de estos.

		

	
		
			Capítulo 3

			Los consumidores y las acciones colectivas

			1. Normativa aplicable a las acciones colectivas

			Las llamadas “acciones colectivas” consisten en la interposición ante los tribunales de justicia de acciones judiciales en defensa de grupos de consumidores y usuarios afectados, las llamadas Asociaciones de consumidores y usuarios. Se introducen en la legislación española con la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (en adelante LEC) y es lo que se viene llamando “tutela colectiva”.

			Con las acciones colectivas, que encuentran su origen histórico en las “class actions” del Derecho anglosajón, se puede defender de manera conjunta el interés de varios consumidores o afectados, que consideren lesionados sus derechos, extendiéndose sus beneficios a personas que no intervinieron en el procedimiento judicial.

			La legislación para la defensa de los consumidores y usuarios ante los Tribunales se contempla en el artículo 11 de la LEC que dispone que las Asociaciones de consumidores y usuarios legalmente constituidas están legitimadas para defender en juicio los derechos e intereses de sus asociados y los de la asociación, así como los intereses generales de los consumidores y usuarios.

			Cuando los perjudicados por un hecho dañoso sean un grupo de consumidores o usuarios, cuyos componentes estén perfectamente determinados, o sean fácilmente determinables, la legitimación para pretender la tutela de estos intereses colectivos corresponderá a las Asociaciones de consumidores y usuarios, a las entidades legalmente constituidas que tengan por objeto la defensa o protección de éstos, así como a los propios grupos de afectados que, conforme a la ley, sean representativos.

			Estas acciones colectivas provienen del “litisconsorcio activo” contemplado en el artículo 12 de la citada LEC, pues permite que podrán comparecer en juicio varias personas, demandantes, cuando las acciones que se ejerciten provienen de un mismo título o causa de pedir, es decir, que el objeto de la reclamación sea el mismo para todos los litigantes.

			Esta LEC permite la intervención de personas que originalmente no figuraban como demandantes en la acción entablada, pues mientras que se encuentre pendiente un proceso podrá ser admitido como demandante quién acredite tener interés directo y legitimo en el mismo, y, en particular, cualquier consumidor o usuario podrá intervenir en los procesos instados por las entidades legalmente reconocidas  para la defensa de los intervinientes, no suspendiendo esa intervención el curso normal del procedimiento.

			Las Asociaciones de consumidores y usuarios pueden ser parte en un proceso en representación de sus asociados, tal y como señala 6, 1, 7º de la LEC, que dice que pueden ser parte en un proceso ante los Tribunales civiles los grupos de consumidores o usurarios afectados por un hecho dañoso cuando los individuos que lo componen estén determinados o sean fácilmente determinables. Para demandar en juicio será necesario que el grupo se constituya con la mayoría de los afectados.

			Existe una especial problemática necesitada de soluciones jurídicas rápidas, eficientes y uniformes, sin ambages ni contradicciones, por lo que el ejercicio de estas medidas de acción (acciones colectivas) se hace más necesario que nunca. Modalidad de acción cuyo presupuesto de ejecución es, precisamente, “la identidad fáctica de los diferentes casos subyacentes a las acciones colectivas en defensa de intereses individuales homogéneos” que es un requisito intrínseco al régimen de las acciones de clase reconocidas en la LEC, al referirse a “los afectados por hecho dañoso” siendo por tanto los elementos o requisitos para poder ejercitar la misma.

			La organización de consumidores OCU considera que una de las herramientas más eficaces para defender los derechos de los consumidores y usuarios son las acciones colectivas.

			Aunque España es uno de los catorce países de la Unión Europea en los que existe un sistema de acciones colectivas del que pueden beneficiarse los consumidores, el sistema español es, según esta organización, susceptible de mejora, principalmente tanto para cubrir los casos con una dimensión transfronteriza como a la compensación efectiva de las víctimas en los casos en los que una atribución individual del daño sea muy difícil o prácticamente imposible, como ocurre con los daños causados como consecuencia de infracciones de normas de competencia. En vista de la situación descrita, la OCU considera que España debe contar con un sistema de acciones colectivas que respondan a una serie de principios básicos.

			2. La Directiva (UE) 2020/1828 sobre las acciones colectivas

			Se aplica a este asunto la Directiva (UE) 2020/1828 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2020, relativas a las acciones de representación para la protección de los intereses colectivos de los consumidores, por la que se deroga la Directiva 2009/22/CE. Esta Directiva debe trasponerse antes del 25 de diciembre del 2022 y será plenamente efectiva en junio de 2023, en relación con las acciones colectivas de los consumidores y usuarios.

			El objeto principal que persigue la Directiva es establecer un sistema procesal armonizado en todos los Estados miembros de la Unión Europea para que se puedan ejercitar acciones civiles en representación de una colectividad de consumidores y usuarios para la defensa y protección de sus intereses.

			En el artículo 1 se dispone que se consideran como objeto de esta Directiva establece normas que garanticen que todos los Estados miembros dispongan de un mecanismo de acciones de representación para la protección de los intereses colectivos de los consumidores, al mismo tiempo que proporciona salvaguardias adecuadas para evitar un ejercicio abusivo de la acción procesal. A través del logro de un alto nivel de protección de los consumidores, esta Directiva tiene por finalidad contribuir al buen funcionamiento del mercado interior mediante la aproximación de determinados aspectos de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros en materia de acciones de representación y mejorar el acceso de los consumidores a la justicia.

			En cuanto al ámbito de aplicación, el artículo 2 señala que la presente Directiva se aplica a las acciones de responsabilidad ejercitadas frente a actos de empresarios que infrinjan las disposiciones del Derecho de la Unión Europea, incluidas las disposiciones de transposición al Derecho interno de aquellas, que perjudiquen o puedan perjudicar los intereses los intereses colectivos de los consumidores. Este Derecho se entiende sin perjuicio de disposiciones de Derecho de la Unión y se aplica a las infracciones nacionales y transfronterizas, incluidas aquellas que hayan cesado antes de que se haya ejercitado o haya concluido la acción de representación.

			En un artículo publicado en “Diariolaley” (6-10-2021) por diversos autores (Aguilera Morales, Marien Diaz-Picazo, Ignacio Ferres, Alejandro García Martín y otros) consideran que, en materia de tutela colectiva o de representación hay que prever una regulación sistemática y unitaria que: (i) Contemple un procedimiento especial de ancho espectro material; (ii) Reconozca al juez amplios poderes de control, entre los que deben incluirse los desplegados en una  fase previa de certificación; (iii) Elija el mecanismo de “opt-out”; (iv) Concretar en las Asociaciones de consumidores y usuarios que cumplan ciertos requisitos de representatividad la legitimación  extraordinaria para el ejercicio de las acciones resarcitorias, y, (v) Exonerar de rigideces formales en este tipo de procesos.

			Obviamente la nueva regulación debe incluir también el régimen de articulación entre acciones de representación y acciones individuales. Una visión estratégica de la tutela colectiva en nuestro sistema debería tener presente que el ejercicio jurisdiccional de las acciones de representación es solo una pequeña parte de la efectividad deseada, y, por ende, que debería impulsarse en paralelo soluciones alternativas de resolución de controversias.

			3. Las Asociaciones de consumidores

			Los consumidores y usuarios se suelen reunir y asociarse para la mejor defensa de sus intereses colectivos a través de asociaciones y organizaciones. Como establece el artículo 51 de la Constitución Española, los poderes públicos garantizan la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.

			La creación de las Asociaciones de consumidores y usuarios, que son las legitimadas para la iniciación de las acciones colectivas,  ayudan y apoyan a los consumidores y usuarios en la defensa de sus derechos y son organizaciones sin ánimo de lucro que constituidas conforme a lo previsto en la legislación sobre asociaciones y reuniendo los requisitos específicos exigidos en esta norma y sus normas de desarrollo, y, en su caso, en la legislación autonómica que les resulte de aplicación, tengan como finalidad la defensa de los derechos  e intereses legítimos de los consumidores y usuarios, incluyendo su información, formación y educación, bien sea con carácter general, bien en relación con bienes o servicios determinados, tal y como define el artículo 23 de la LGDCU.



OEBPS/image/11.png





OEBPS/font/ACaslonPro-Italic.otf


OEBPS/image/8.png





OEBPS/image/4.png





OEBPS/font/ACaslonPro-Regular.otf


OEBPS/font/ACaslonPro-Bold.otf


OEBPS/image/10.png





OEBPS/image/7.png





OEBPS/image/3.png





OEBPS/image/2.png





OEBPS/font/Cambria.ttf


OEBPS/image/6.png





OEBPS/image/1.png
DERECHO

DE LOS
CONSUMIDORES
Y USUARIOS
ANTONIO

MOYA

JIMENEZ

AFERRE





OEBPS/image/5.png





